
 

Rancagua, diecisiete de septiembre de dos mil quince. 

 Vistos: 

 A fs. 22 compareció Jorge Reyes Zapata, abogado, en representación de la Junta de 

Vigilancia del Río Tinguirirca, con domicilio en Avda. Chacabuco N° 720, San Fernando, 

deduciendo recurso de amparo económico en contra de Tinguiririca Energía dueña de las 

Centrales Hidroeléctricas La Confluencia S.A. y la Higuera S.A., todos con domicilio en 

calle Carampangue N° 700 oficina 44, San Fernando. 

 El recurrente refiere que la recurrida es parte de la Junta de Vigilancia que representa, 

por cuanto tiene derechos no consuntivos en el río, y en reunión del 20 de mayo pasado 

comunicaron que procederían a acumular agua en atención a que la DGA autorizó el cierre de 

las bocatomas, por finalización de la temporada de riego. 

 La organización respondió a ello que no era atribución de Tinguiririca Energía 

determinar cuándo comienza o termina la época de riego teniendo en consideración la escasez 

de lluvias, pero además, la resolución de la DGA es meramente indicativa, pues la Excma. Corte 

Suprema resolvió anteriormente que no se permitirá acumular volúmenes de agua durante 

ningún período de tiempo, en razón de que el proyecto está considerado como una central de 

pasada, debiendo tomarse los resguardos necesarios de modo de no afectar derechos de 

aprovechamiento de terceros. 

 A pesar de estos antecedentes y que la DGA acogiendo parcialmente una denuncia en 

su contra sancionó a la recurrida, ésta continúa con esta actuación contumaz, pues las multas 

son un costo marginal frente a las ganancias generadas con su actuación ilegítima, sin 

embargo la garantía constitucional del artículo 19 N° 21 de la Constitución es afectada 

gravemente respecto de todos los regante imposibilitados de utilizar las aguas. 

 En definitiva solicita se ordene a la recurrida ajustar su funcionamiento a una central 

de pasada y asimismo, a invertir en las obras necesarias para asegurar uso de aguas a los 

regantes, bajo la condición de que si se repite este comportamiento ilegítimo se cancele la 

concesión de Central Hidroeléctrica, con costas. 

 A fs. 120 comparecieron Cristian Gandarillas Serani y Gabriel del Río Toro en 

representación de Hidroeléctrica La Higuera S.A. e Hidroeléctrica La Confluencia S.A. 

solicitando el total rechazo de la acción con costas. 

 En primer lugar alegan la inadmisibilidad del recurso en atención a que su único 

objeto de protección es la libertad económica frente al actuar del Estado empresario, 

consagrado en el inciso 2° del artículo 19 N° 21 de la carta fundamental, que no es el caso. Al 

efecto cita jurisprudencia proveniente de la Excma. Corte Suprema, así como también de esta 

Corte. También plantea la inadmisibilidad en cuanto a que sus representadas en su calidad de 

particulares no pueden interferir del modo en que se regula la presente acción, careciendo de 

legitimación pasiva. 

 Por otro lado, esgrime que la recurrente carece de legitimación activa por cuanto se 

trata de una persona jurídica sin fines de lucro, por lo que al estar impedida de realizar 



 

actividades lucrativas, no cabe la hipótesis de verse afectado su derecho a desarrollar 

libremente una actividad económica. 

 Por último y en cuanto al fondo argumentan que no existe la infracción denunciada 

toda vez que sus representadas no están impedidas legalmente de acumular agua, pues su 

derecho no consuntivo no obliga a la restitución inmediata del recurso hídrico, con la única 

limitación de no perjudicar derechos de terceros. 

 Tampoco la administración les prohibió lo anterior, pues la DGA también estableció 

que en caso de efectuar regulaciones del caudal ello debe realizarse sin perjudicar derechos 

de terceros. Del mismo modo se pronunció la Excma. Corte Suprema, pues en la acción de 

protección que acogió el más alto Tribunal resguardó el daño causado a los regantes por las 

crecidas del afluente, indicando nuevamente que la actuación de las hidroeléctricas estaba 

limitada por los derechos de terceros. 

 Por otro lado no se ha acreditado qué derechos de aprovechamiento específicos están 

siendo amagados, ni el perjuicio generado, toda vez que en la actualidad es temporada de 

invierno y las necesidades de riego no existirían. En ese sentido debe tenerse presente que la 

DGA el día 06 de mayo pasado ordenó el cierre de las bocatomas por inicio de temporada de 

lluvias. 

 De otra parte, en el seno de la Junta de Vigilancia se han adoptado acuerdos con la 

finalidad de evitar aumentos intempestivos en el caudal del río que han resultado incluso 

beneficiosos para los regantes. De todo lo expuesto se desprende que la supuesta infracción 

denunciada no es causa de los pretendidos perjuicios. 

 Finalmente refiere que las peticiones del recurso son completamente improcedentes y 

dado que la verdadera naturaleza de la acción intentada corresponde a un recurso de 

protección, se puede concluir que éste se interpuso transcurrido el plazo de 30 días por lo que 

resultaría extemporáneo. 

 A fs. 152 se trajeron los autos en relación. 

 CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO: 

Primero: Que previo a efectuar cualquier referencia a las alegaciones planteadas por 

las partes, se dejará sentado que si bien el recurso se interpuso en contra de Energías 

Tinguiririca, se tiene claridad acerca que en realidad la calidad de recurridos la ostentan las 

Hidroeléctricas La Higuera S.A. y La Confluencia S.A., cuestión que se pudo establecer a partir 

de las actuaciones de ambas partes que constan a fs. 82, 119 y 151. 

Segundo: Que los recurridos efectuaron diversos planteamientos para sostener su 

petición de rechazo de la presente acción, respecto de las cuales se razonará a continuación en 

orden a su procedencia. 

Tercero: Que en primer lugar se hará referencia a la falta de legitimación activa de la 

recurrente. Al efecto se sostuvo por las hidroeléctricas que la junta de vigilancia es una 

persona jurídica sin fines de lucro, razón por la cual no se avizoraría el modo en que se podría 

afectar su libertad para desarrollar actividades económicas. 



 

Cuarto: Que en atención a la naturaleza jurídica de la Junta de Vigilancia recurrente, 

como se señaló, puede concluirse que, por definición, no es posible compatibilizarla con el 

desarrollo de una labor rentable, pues precisamente su organización busca estructurar la 

representatividad e intereses de sus participantes, una cuestión eminentemente de carácter 

social, que está muy distante de la puesta en marcha de una función productiva que busca 

réditos económicos. 

Quinto: Que en base a los razonamientos recién expuestos debe inferirse que la 

recurrente de autos está impedida de ser afectada en la garantía constitucional que protege 

esta acción, pues su objetivo difiere fundamentalmente del desarrollo de una actividad 

económica, razón que lleva a concluir la desestimación de la presente acción. 

Sexto: Que sin perjuicio de lo referido precedentemente, es necesario tener presente 

el real y correcto alcance de la presente acción de amparo económico. Al respecto, el  artículo 

único de la Ley 18.971 establece la acción de amparo económico, como la acción de cualquier 

persona para denunciar las infracciones a lo dispuesto en el artículo 19 N° 21 de la 

Constitución. Dicha acción, según se establece en la misma norma, puede ser ejercida por 

cualquier persona, sin necesidad de acreditar interés, dentro de seis meses de producida la 

infracción y otorga a la Corte de Apelaciones respectiva competencia para investigar la 

infracción que se denuncia. 

 Séptimo:  Que de la lectura del artículo en comento, y tal como lo ha sostenido en 

forma reiterada la Excma. Corte Suprema, es posible concluir que lo que se ha querido 

proteger a través de la presente acción es la garantía constitucional de la libertad económica 

de los particulares frente al Estado empresario, cuando éste, actuando en tal calidad, infringe 

alguno de los principios del Orden Público Económico, excediendo las limitaciones impuestas 

por el inciso 2° del número 21 del artículo 19 de la Constitución. 

 Octavo: Que en razón de lo señalado en los considerandos anteriores, debe 

examinarse si lo denunciado en el caso de autos puede enmarcarse dentro del ámbito 

protegido  por el presente recurso, cuestión que debe responderse en forma negativa, toda 

vez que, lo que se acusa por la Junta de Vigilancia dice relación con la actuación de otro 

particular, el que al desarrollar su actividad económica estaría afectando el desempeño de sus 

asociados. 

 Noveno: Que a lo anterior debe agregarse, como también lo ha fallado en forma 

reiterada la Excelentísima Corte Suprema, que el presente recurso no constituye el 

instrumento procesal idóneo para exigir protección al derecho a desarrollar una actividad 

económica lícita, pues a través del mismo no se confieren al órgano jurisdiccional facultades 

para adoptar medidas adecuadas y prontas que permitan brindar un debido resguardo al 

afectado, facultades con las que sí cuenta este tribunal tratándose de la acción de protección 

establecida en el N° 20 de la Constitución Política de la República. 

 Décimo: Que no obstante las conclusiones manifestadas precedentemente, se estima 

necesario dejar constancia que no existe un impedimento de tipo legal para que las recurridas 



 

procedan del modo que lo han hecho en relación a la acumulación de agua y su posterior 

restitución al cauce natural, pues sólo se contempla que su actuación deberá condicionarse a 

los derechos de aprovechamiento de terceros, de modo de no entorpecerlos. En ese mismo 

tenor se han pronunciado anteriormente la autoridad administrativa y los Tribunales, y como 

se señaló en estrados, los asociados a la organización de aguas han otorgado su aquiescencia 

en la forma de funcionamiento de las centrales, de lo que puede desprenderse que no existiría 

actualmente el perjuicio de terceros, y por tanto la actuación de las recurridas no puede 

calificarse de ilegítima, perdiendo sustento, también en este punto, las alegaciones de la Junta 

de Vigilancia del Río Tinguiririca. 

 Décimo primero: Que por último teniendo en consideración lo expuesto en los 

motivos precedentes, se estima innecesario referirse a los demás planteamientos contenidos 

en el informe de las recurridas. 

 Por estas consideraciones y de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo único de la Ley 

18.971, se declara que no se hace lugar a la acción de amparo económico de  fojas 22 y 

siguientes, con costas. 

 Déjese sin efecto la orden de no innovar decretada a fs. 35. 

 Regístrese, archívese en su oportunidad, consúltese si no se apelare. 

 Redacción del Ministro señor Emilio Elgueta Torres. 

 Rol  I. Corte 2663-2015-Civil. 

 

  Pronunciado por la Primera Sala de esta Corte de Apelaciones, integrada por el Ministro 

Titular señor Emilio Elgueta Torres, el Ministro Suplente señor Manuel Díaz Muñoz y el Abogado 

Integrante señor Alamiro Carmona Rojas. 

                          Hernán González Muñoz 

                   Secretario 

  En Rancagua, a diecisiete de septiembre de dos mil quince, notifiqué por el estado diario la 

sentencia que antecede.  

 


